
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia –20 de junio de 2018

Proceso: 


Filiación extramatrimonial y petición de herencia
Radicación Nro. :
  
 66170-31-84-002-2006-00567-01
Demandante: 

 EDWIN ALEJANDRO PINEDA
Demandado:

ELVIA GIRALDO Y OTROS

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


FILIACIÓN EXTRAMATRIMONIAL Y PETICIÓN DE HERENCIA / CADUCIDAD / SENTENCIA ANTICIPADA / FILIACIÓN SURTE EFECTOS PATRIMONIALES SI SE DEMANDA Y NOTIFICA A DEMANDADOS DENTRO DE LOS DOS AÑOS SIGUIENTES A LA MUERTE DEL CAUSANTE / TÉRMINO DE CADUCIDAD NO VULNERA DERECHO A LA IGUALDAD / NORMA SUPERÓ EXAMEN DE CONSTITUCIONALIDAD / CONFIRMA / NIEGA / Precisamente, de ambas se ocupa el artículo 10 de la Ley 75 de 1968 que establece que, muerto el presunto padre, la investigación de la paternidad extramatrimonial puede adelantarse contra sus herederos y su cónyuge, pero la sentencia que allí se dicte solo producirá efectos patrimoniales a favor o en contra de quienes hayan sido parte en el proceso, únicamente cuando la demanda se notifique dentro de los dos años siguientes a la defunción. 

Este término de los dos años es de caducidad , lo que quiere decir que dados los supuestos fácticos de la norma, esto es, que la demanda de filiación se promueva por quien está legitimado para ello, porque demuestra que es en verdad hijo del presunto padre y que a ella concurran sus herederos o el cónyuge, es viable la declaratoria de paternidad; pero ella solo abre un horizonte patrimonial favorable al hijo declarado tal, en cuanto los demandados hayan sido notificados del auto admisorio de la demanda dentro de los dos años siguientes a la defunción del padre 

(…)
En este caso, es evidente que el demandante no se ajustó a la prescripción legal, porque, muerto el señor Jesús Evelio Marín Osorio el 4 de julio de 1998 (f. 2, c. 1), a partir de allí contaba el término de dos años para promover la demanda de filiación y, con ella, la notificación a los herederos o a la cónyuge del presunto padre, con el fin de que pudiera surtir efectos patrimoniales, porque una cosa es que el demandante pudiera haber reclamado su condición de hijo extramatrimonial del señor Vega Gómez en cualquier tiempo y otra, bien distinta, que dichos efectos, nacidos de la declaración de paternidad, pudieran mantenerse en el tiempo, a la espera, a veces incierta, de que se promoviera la respectiva acción.

(…)

Y no se diga, como se sostiene en la sustentación del recurso, que dicha determinación viola el derecho de igualdad de las partes, pues la norma en que se sustenta fue expuesta a la mira constitucional y hallada conforme con la Carta Política, en sentencia No. 122 del 3 de octubre de 1991, por parte de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, a la sazón encargada de la guarda de la Constitución, posición que luego se plasmó como cosa juzgada constitucional, por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-336 de 1999, criterio reiterado por la misma Corporación en sentencia C-009 de 2001, lo que da a entender que la exequibilidad es actual y vigente.
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza naranjo

Pereira, junio veinte de dos mil dieciocho
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Acta No. 214 de junio 20 de 2018
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia anticipada proferida el 12 de agosto de 2016 por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, aclarada mediante providencia del 26 de agosto siguiente, en el proceso de filiación extramatrimonial y petición de herencia que Edwin Alejandro Pineda adelanta en contra de Elvia Giraldo, Jesús Orlando, Luz Mary, Roberto, Myriam, Diego y Adriana Marín Giraldo; Claudia Patricia, Sandra y Evelio Marín Vásquez y Julio César Marín Duque, en sus calidades, la primera, cónyuge sobreviviente y los demás de herederos del causante Jesús Evelio Marín Osorio.
ANTECEDENTES

Por medio de apoderado judicial, el señor Edwin Alejandro Pineda demandó a la cónyuge y a los herederos del causante Jesús Evelio Marín Osorio, con el propósito de que (i) se declare que es hijo extramatrimonial de este, que tiene derecho a llevar su apellido y a heredar a su padre extramatrimonial; (ii) en caso de que se haya realizado la partición en la sucesión, esta se declare inoponible al actor y se ordene rehacer el trabajo respectivo para que sea incluido; (iii) se condene al pago de los frutos civiles y naturales que hubieren podido producir los bienes relictos; (iv) se ordene la inscripción del fallo en el registro civil de nacimiento; y (v) se condene en costas a los demandados. 

Con tal fin dijo que los señores Rosalba Pineda López y Jesús Evelio Marín Osorio, iniciaron en el año 1975 una relación sentimental, fruto de la cual “… nació un hijo el 9 de junio de 1983, que fue bautizado con el nombre de EDWIN ALEJANDRO y quien no fue reconocido por su padre extramatrimonial, a pesar de conocer la existencia del mismo”. Agrega que la relación de los padres fue estable hasta el 23 de marzo de 1983 fecha en la cual se separaron debido a una infidelidad por parte de Jesús Evelio. 
A la edad de 15 años, el demandante conoció a su padre, quien padecía una enfermedad terminal. El proceso sucesorio se radicó en el Juzgado 2º Promiscuo de Familia de Dosquebradas y fueron reconocidos los demandados, trámite que se encuentra en la etapa de partición. 
La demanda fue admitida con auto del 18 de octubre de 2006; los demandados se notificaron, unos, de manera personal; por aviso, otros y los demás por intermedio de curador ad-litem (f. 71, 76, 82, 156, 131, 197 y 241 del cuaderno principal). 

Por conducto de abogado, contestaron Claudia Patricia Marín Vásquez (f. 86) y Sandra Marín Vásquez (f. 201), quienes se pronunciaron sobre los hechos, se opusieron a las pretensiones y propusieron como excepción de mérito la de “caducidad y prescripción de la acción” en relación con la acción de petición de herencia, pues se afirma que en el presente caso, desde la muerte del señor Jesús Evelio Marín Orozco, ocurrida el 4 de julio de 1998, hasta la notificación a sus herederos, han transcurrido más de dos años.
Los demás guardaron silencio o no se les tuvo en cuenta la contestación, como ocurrió con el señor Evelio Marín Vásquez, que lo hizo a nombre propio. El curador ad-litem del señor Julio César Marín Duque, omitió pronunciarse en el término de traslado.

El apoderado de la codemandada Claudia Patricia Marín Vásquez presentó, además, la excepción previa de “caducidad de la acción”, a la cual se le dio el trámite previsto en el artículo 99 del Código de Procedimiento Civil. 
En el término de traslado se pronunció la parte demandante (f. 114 a 118, c. 2) con el argumento principal de que el último inciso del artículo 10 de la Ley 75 de 1968 va en contravía del artículo 13 de la Constitución Nacional “…que implica que todas las personas sean iguales ante la ley y que gocen de los mismos derechos sin distingo alguno”, y trae como sustento una sentencia de la Corte Constitucional, para concluir que “No tiene ningún sentido, ni fundamento lógico, que mientras un heredero puede reclamar herencia o sea tener una pretensión patrimonial derivada de su filiación en cualquier tiempo y solo tenga por límite la prescripción de la acción que es de diez años, al hijo extramatrimonial se le discrimine y se le imponga el deber de demandar y notificar a los herederos de su presunto padre dentro de los dos años siguientes a su fallecimiento, so pena de que la sentencia de filiación no produzca efectos patrimoniales” lo que permite inaplicar por inconstitucional el citado inciso, por vía de excepción.  
En providencia del 12 de agosto de 2016 (f. 119, c. 2), aclarada el 26 de agosto siguiente (f. 124, ib.), el funcionario de primera instancia declaró “…probada la excepción de caducidad de la acción en lo correspondiente a los efectos patrimoniales de la posible declaración de la paternidad, por no haberse ejercido dentro de los dos años contados a partir de la defunción del presunto padre”. Dispuso, igualmente, continuar con el trámite de la reclamación del estado civil del actor, por ser imprescriptible. 
Inconforme el demandante presentó recurso de apelación que sustentó con iguales argumentos (f. 125, c. 2). 
En esta instancia, volvió a pronunciarse e insistió en la vulneración del artículo 13 de la Constitución Nacional.

CONSIDERACIONES

1. Se trata en este caso de resolver una de las denominadas por la doctrina excepciones mixtas, que, de acuerdo con el tratamiento que les dio el artículo 6º de la Ley 1395 de 2010, que modificó el inciso final del artículo 97 del C. de P. Civil, conducen, en caso de ser probadas, a que se declaren mediante sentencia anticipada, que fue la que en este caso profirió finalmente el Juzgado de Familia de Dosquebradas, pues encontró que en realidad los efectos patrimoniales de la acción de estado civil, caducaron.  
2.
Como sentencia que es, viene al caso señalar que los presupuestos procesales se cumplen todos; además, no se halla causal de nulidad que pueda dar al traste con la actuación. 

3.  El problema jurídico radica en establecer si acertó el Juzgado al declarar dicha caducidad, o si, como alega el recurrente, esa decisión es violatoria del principio de igualdad, pues discrimina a los hijos extramatrimoniales frente a los legítimos, en cuanto al término para ejercer su derecho, a lo que agrega que la declaratoria de exequibilidad de la norma que regula el asunto, lo que hace es perpetuar en el tiempo un criterio que contraría fundamentos superiores y que se adoptó cuando las circunstancias eran distintas.

4. 
Con el fin de resolver el asunto, y como el juzgado lo pasó por alto, resulta preciso analizar lo concerniente a la acción de petición de herencia, la cual tiene arraigo legal en el artículo 1321
 del Código Civil.  Para su ejercicio, basta que el demandante acredite que tiene derecho a una herencia ocupada por otro en calidad de heredero, para que se le adjudique, siempre que tenga igual o mejor calidad que aquél. 
Pero ese ejercicio no puede mirarse aisladamente porque si se trata de quien, con antelación, debe procurar su reconocimiento como hijo extramatrimonial, porque muerto el presunto padre incumplió su obligación como tal, es evidente que entran en juego otras disposiciones que tocan con ese preciso tema. Concretamente deben disgregarse dos situaciones: la filiación extramatrimonial propiamente dicha, que permite entrar a gozar de un estado civil definitivo, y los efectos patrimoniales que de esa declaración derivan. 
Precisamente, de ambas se ocupa el artículo 10 de la Ley 75 de 1968 que establece que, muerto el presunto padre, la investigación de la paternidad extramatrimonial puede adelantarse contra sus herederos y su cónyuge, pero la sentencia que allí se dicte solo producirá efectos patrimoniales a favor o en contra de quienes hayan sido parte en el proceso, únicamente cuando la demanda se notifique dentro de los dos años siguientes a la defunción. 
Este término de los dos años es de caducidad
, lo que quiere decir que dados los supuestos fácticos de la norma, esto es, que la demanda de filiación se promueva por quien está legitimado para ello, porque demuestra que es en verdad hijo del presunto padre y que a ella concurran sus herederos o el cónyuge, es viable la declaratoria de paternidad; pero ella solo abre un horizonte patrimonial favorable al hijo declarado tal, en cuanto los demandados hayan sido notificados del auto admisorio de la demanda dentro de los dos años siguientes a la defunción del padre, en principio, pues habrá casos muy excepcionales, en los que el término de los dos años no pueda contar desde el deceso mismo del presunto padre, porque se den algunas vicisitudes especiales, ajenas a la voluntad del demandante, como fue analizado en pretérita ocasión por esta misma Sala
, lo que no ha acontecido en este específico asunto. 
Si tal notificación se incumple, se repite, se consolida el estado civil reclamado, pero no puede, con fundamento en él, reclamarse atributo patrimonial alguno, por haberse ejercitado por fuera de tiempo la acción.  

Ahora bien, lo dicho significa que se puede presentar la demanda de petición de herencia ya sea de manera independiente a la de filiación o junto con ella, pues sea en uno u otro caso, lo importante es que la segunda se instaure en tiempo y se logre la notificación de quienes ocupan la herencia en la oportunidad prevista en la norma, esto con el fin de que la petición de herencia tenga efectos respecto a la refacción de la partición que se hubiera podido verificar en  el proceso de sucesión del declarado padre, si es que ella ya tuvo lugar. Claridad esta última que conviene hacer, porque la más reciente orientación de la Corte, que anuncia un cambio de precedente, señala que, si la sucesión del causante aún se está tramitando o no se ha iniciado, es allí donde debe ventilarse lo atinente a los efectos patrimoniales que se lleguen a reconocer en la filiación, de manera que en este proceso, es suficiente con declarar la paternidad y reconocer los efectos patrimoniales de la misma, si hubiere lugar a ello. Dijo la alta Corporación
 que: 
Con otras palabras, la acción de filiación a la cual se acumula la de petición de herencia, no siempre impone un pronunciamiento de fondo sobre esta última pretensión, porque la prosperidad de la primera trae consigo la vocación hereditaria, de allí que si aún es oportuna la intervención en el proceso de sucesión del ascendiente reconocido, para desatar la segunda pretensión basta con concederle efectos patrimoniales en la sentencia que reconoce su filiación.
En este caso, es evidente que el demandante no se ajustó a la prescripción legal, porque, muerto el señor Jesús Evelio Marín Osorio el 4 de julio de 1998 (f. 2, c. 1), a partir de allí contaba el término de dos años para promover la demanda de filiación y, con ella, la notificación a los herederos o a la cónyuge del presunto padre, con el fin de que pudiera surtir efectos patrimoniales, porque una cosa es que el demandante pudiera haber reclamado su condición de hijo extramatrimonial del señor Vega Gómez en cualquier tiempo y otra, bien distinta, que dichos efectos, nacidos de la declaración de paternidad, pudieran mantenerse en el tiempo, a la espera, a veces incierta, de que se promoviera la respectiva acción.

No lo hizo, porque lo que evidencian las copias que reposan a folios 8 a 15 del cuaderno de copias principal, es que la demanda fue promovida el 13 de octubre de 2006, y fue durante los años 2007, 2008, 2011 y 2014, que los demandados se notificaron del auto admisorio, es decir, que transcurrieron desde la muerte, cerca de nueve años, en el mejor de los casos, durante los cuales ninguna actividad desplegó el demandante para probar su condición de hijo y generar a su favor esas consecuencias de orden económico.

Y no se diga, como se sostiene en la sustentación del recurso, que dicha determinación viola el derecho de igualdad de las partes, pues la norma en que se sustenta fue expuesta a la mira constitucional y hallada conforme con la Carta Política, en sentencia No. 122 del 3 de octubre de 1991, por parte de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, a la sazón encargada de la guarda de la Constitución, posición que luego se plasmó como cosa juzgada constitucional, por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-336 de 1999, criterio reiterado por la misma Corporación en sentencia C-009 de 2001, lo que da a entender que la exequibilidad es actual y vigente. 

Además, el término de caducidad que allí se consagra, ninguna discriminación consagra entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales, quienes a partir de la Constitución de 1991 gozan de la plena igualdad de derechos y deberes (inciso 4º del artículo 42 CN); ese no es el objeto de la norma. La disposición va principalmente enfocada a buscar una igualdad sucesoral entre los herederos, por lo que definir el estado civil de las personas, resulta imprescindible, con mayor razón, si emana de la paternidad extramatrimonial, una vez fallecido el presunto padre. 
Valga anotar lo que en la sentencia de exequibilidad se aclaró al respecto y que tiene plena vigencia:

“Examinada la disposición acusada a la luz de las nuevas normas de la Carta de 1991, esta Corporación encuentra que ella está conforme a sus prescripciones, y por tanto se declarará su exequibilidad

En efecto, no obstante que en la Carta de 1991 aparece consagrado ahora como principio de orden constitucional el de la igualdad de derecho y deberes entre los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él (art. 42 inciso 4 CN), ya consagrada por la Ley 29 de 1982; también es cierto que la norma acusada no se dirige a establecer una solución jurídica desigual entre ellos y sus derechos y deberes, sino a regular un aspecto relativo al estado civil de las personas (art. 42 inciso 10 C.N.), en especial el del caso de la incertidumbre de la paternidad extramatrimonial y el fallecimiento del presunto padre o del hijo. Dicha competencia en la Constitución de 1886, estaba igualmente reservada a la ley en los términos del artículo 50 que preceptuaba expresamente que: “las leyes determinarán lo relativo al estado civil de las personas y los consiguientes derecho y deberes.

Según la doctrina nacional, la igualdad de derechos, especialmente la sucesoral, presupone la definición y certeza del estado civil que sirve de base a tales derechos; en consecuencia, no habiendo certidumbre sobre el estado civil, tal como ocurre en el caso regulado por el artículo 10º de la Ley 75 de 1968, tampoco puede haber igualdad sucesoral. En otros términos la igualdad sucesoral se predica de los estados civiles definitivos, pero no de aquellos derechos que son meramente eventuales por estar condicionados a la certidumbre previa del estado civil.

Así las cosas, la Corte considera exequible la disposición demandada, al confrontarla con la Carta de 1991, en los términos que se han analizado anteriormente.”

Y mucho menos se puede decir que se trata de una norma arcaica (que parece ser lo que quiere decir el recurrente cuando afirma que “…la declaratoria de exequibilidad de una norma perpetúa en el tiempo un criterio que contraría criterios superiores y cuando las circunstancias para adoptarla eran distintas”), porque con esa visión, el centenario Código Civil colombiano seguiría la misma suerte en su mayor parte, como que su contenido todo ha sobrepasado generaciones enteras que han seguido viendo en él, la herramienta jurídica más sólida con que ha contado el derecho positivo patrio. 

No por añeja, una disposición es inaplicable si ella, con el correr del tiempo, se ha mantenido inmutable; tan vigente ha estado que, de acuerdo con las citas iniciales que se hacen de la jurisprudencia nacional, tiene plena aplicación a conflictos como el que ahora se resuelve, así que por extremo que parezca el término que ella concede, es una cuestión de orden objetivo que, cumplida, no da margen al reconocimiento de los pretendidos efectos patrimoniales.

En síntesis, fue acertada la conclusión del juzgado que declaró la caducidad de los mismos y, por tanto, la sentencia será confirmada en todas sus partes. Las costas de esta sede serán a cargo de la parte recurrente y a favor de los demandados. Se liquidarán siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP, esto es, de manera concentrada y en primera instancia, como quiera que este proceso debe hacer tránsito de legislación, según el artículo 625 ibídem, a partir, inclusive, de la notificación de este proveído. 

Por separado se fijarán las agencias en derecho. 

DECISION

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia anticipada proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 12 de agosto de 2016, aclarada mediante providencia del 26 de agosto siguiente, en el proceso de filiación extramatrimonial y petición de herencia que Edwin Alejandro Pineda adelanta en contra de Elvia Giraldo, Jesús Orlando, Luz Mary, Roberto, Myriam, Diego y Adriana Marín Giraldo; Claudia Patricia, Sandra y Evelio Marín Vásquez y Julio César Marín Duque, en sus calidades, la primera, cónyuge sobreviviente y los demás de herederos del causante Jesús Evelio Marín Osorio.

Costas en esta sede a cargo de la parte recurrente y a favor de los demandados. 
Por separado se fijarán las agencias en derecho. La liquidación se regirá por lo dispuesto en el artículo 366 del CGP. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA 
 Con salvamento parcial de voto

� “El que probare su derecho a una herencia, ocupada por otra persona en calidad de heredero, tendrá acción para que se le adjudique la herencia, y se le restituyan las cosas hereditarias, tanto corporales como incorporales; y aun aquéllas de que el difunto era mero tenedor, como depositario, comodatario, prendario, arrendatario, etc., y que no hubieran vuelto legítimamente a sus dueños.”


� Tema suficientemente decantado por la jurisprudencia nacional.  Al efecto, léanse, entre otras, las sentencias de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia del 13 de enero de 2003, expediente 5656, y del 23 de febrero de 2006, expediente 1998-00013-01, con ponencia de los Magistrados Jorge Antonio Castillo Rugeles y Manuel Isidro Ardila Velásquez, en su orden, además de las que cita la sentencia de primer grado.


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, auto del 27 de junio de 2006, radicado 66682-31-03-001-2004-00179-01, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia SC12241-2017, del 16 de agosto de 2017, radicado  11001-31-10-007-1995-03366-01, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 


� H. Corte Constitucional. Sentencia C-336 de 1999. MP Fabio Morón Díaz.
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